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JUZGADO  DOCE  ADMINISTRATIVO  ORAL  DE  MEDELLÍN
Medellín, Tres (03) de Octubre de dos mil Catorce (2014)

	PROCESO 
	TUTELA 

	PROVIDENCIA  
	FALLO EN PRIMERA INSTANCIA Nro. 1107 DE 2014

	ACCIONANTE 
	ALBA LUCIA MONSALVE TOBON 

	ACCIONADO
	UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS antes DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL

	RADICADO 
	05001-33-33-012-2014-01739-00

	DECISIÒN 
	SE CONCEDE EL AMPARO SOLICITADO.


Procede el despacho a decidir la presente acción de tutela interpuesta por la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON, contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS adscrita al Departamento Administrativo Para La Prosperidad Social
, por considerar vulnerado su derechos fundamentales de información, a la dignidad, que aduce le es conculcado por la entidad accionada. De los hechos se desprende una presunta violación al derecho fundamental de petición, con fundamento en los siguientes,

SUPUESTOS FÁCTICOS

Informa la peticionaria, que desde el 28 de febrero de 2013, mediante resolución 2013-79845, fue incluida como víctima junto con su grupo familiar y no ha recibido ninguna información respecto al paso a seguir, por lo que el 6 de agosto de 2014, solicitó información del estado de su reclamación y a la fecha no ha recibido respuesta.
PETICIÓN
Solicita la pretendiente, se tutele en su favor el derecho fundamental invocado conminando a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS, adscrita al Departamento Administrativo Para La Prosperidad Social, para que en el término de 48 horas, de respuesta a su derecho de petición del 8 de agosto de 2014.

TRÁMITE PROCESAL

Mediante providencia del veintiuno (21) de noviembre de 2014, se admitió la presente acción, se ordenó la notificación a la entidad demandada y se decretó la práctica de pruebas solicitadas en la acción constitucional y en forma oficiosa ordenando librar comunicación a la entidad accionada para que en el término dos (2) días se pronunciara en torno a los hechos de la demanda y para que aportara las pruebas referentes a la misma, con las advertencias consagradas en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. Folio 8.

La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS adscrita al Departamento Administrativo Para La Prosperidad Social, fue debidamente notificada según consta a folio (10) de la cartilla procesal el día 24 de noviembre de 2014; sin embargo la entidad accionada no contestó la acción de tutela dentro del término otorgado por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, se tendrán por ciertos los hechos narrados y se entrará a resolver de plano la presente acción de tutela, con las pruebas que fueron aportadas por la accionante.

Surtido el trámite de rigor, y de manera previa a decidir el Despacho realiza las siguientes,
CONSIDERACIONES

1. Competencia

El Juzgado es competente para conocer de la acción de la referencia, de acuerdo con lo señalado en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, en concordancia con lo dispuesto por el numeral 1° inciso 2° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000. 
2. Generalidades de la acción de tutela

La Constitución Nacional ha consagrado derechos que se denominan “fundamentales”, y otros que no tienen esta índole, pero que en consideración a las circunstancias especiales de cada caso en particular, la Corte Constitucional podrá darle tal carácter para protegerlos a través de la Acción de Tutela.

Es pues la acción de tutela un medio para garantizar los derechos fundamentales constitucionales de las personas y es un mecanismo transitorio, en los eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable así a la afectada disponga de otro medio de defensa judicial, como lo consigna el artículo 8º del Decreto 2591 de 1991.

Con respecto a la acción de tutela, se ha previsto en el artículo 86 de la Carta Política Colombiana que:

“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública…

…  Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable…

…  La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave e indirectamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión.”

3. De las Víctimas:

Para entrar al análisis de fondo de esta acción, es necesario hacer alusión a la normatividad aplicable concretamente la Ley 1448 de 2011, la cual tiene por objeto establecer las medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas, dentro de un marco de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, de modo que se reconozca su condición de víctimas y se dignifique a través de la materialización de sus derechos constitucionales.
Igualmente esta ley definió quien era “víctima al respecto establece: 
“ARTÍCULO 3o. VÍCTIMAS. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.
También son víctimas el cónyuge, compañero o compañera permanente, parejas del mismo sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. A falta de estas, lo serán los que se encuentren en el segundo grado de consanguinidad ascendente.

De la misma forma, se consideran víctimas las personas que hayan sufrido un daño al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización.

La condición de víctima se adquiere con independencia de que se individualice, aprehenda, procese o condene al autor de la conducta punible y de la relación familiar que pueda existir entre el autor y la víctima.”

Por último, cabe resaltar el pronunciamiento reciente de la Corte Constitucional de fecha, 8 de marzo de 2010, plasmado en la sentencia T-169-2010
, en la cual refiriéndose a la forma en que se debe dar respuesta por las instituciones encargadas de la provisión de ayudas y suministro de atención a las peticiones de los desplazados, expresó:

“… 2.3.4.4. Finalmente, la Corte Constitucional ha calificado la forma en que las instituciones encargadas de la provisión de ayudas y suministro de atención al desplazado deben contestar sus peticiones:

Así, cuando las distintas autoridades reciban una petición proveniente de un desplazado, en la cual se solicite la protección de alguno de sus derechos, la autoridad competente procederá a: 1) incorporarlo en la lista de desplazados peticionarios, 2) informarle al desplazado dentro del término de 15 días el tiempo máximo dentro del cual le dará respuesta a la solicitud; 3) informarle dentro del término de 15 días si la solicitud cumple con los requisitos para su trámite, y en caso contrario, indicarle claramente cómo puede corregirla para que pueda acceder a los programas de ayuda; 4) si la solicitud cumple con los requisitos, pero no existe la disponibilidad presupuestal, adelantará los trámites necesarios para obtener los recursos, determinará las prioridades y el orden en que las resolverá; 5) si la solicitud cumple con los requisitos y existe disponibilidad presupuestal suficiente, la informará cuándo se hará efectivo el beneficio y el procedimiento se seguirá para lo reciba efectivamente. En todo caso, deberá abstenerse de exigir un fallo de tutela para cumplir sus deberes legales y respetar los derechos fundamentales de los desplazados. Este mismo procedimiento deberá realizarse en relación con las peticiones de los actores en el presente proceso de tutela, en particular para las solicitudes de otorgamiento de las ayudas previstas en los programas de vivienda y de restablecimiento socio económico.” (Negrilla por el Despacho).

3.1. La Inscripción en el Registro Único Víctimas

En la Ley 1448 de 2011, se estableció el procedimiento para inscripción en el RUV así: 
“ARTÍCULO 154. REGISTRO ÚNICO DE VÍCTIMAS. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, será la responsable del funcionamiento del Registro Único de Víctimas. Este Registro se soportará en el Registro Único de Población Desplazada que actualmente maneja la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional para la atención a la población en situación de desplazamiento, y que será trasladado a la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas dentro de un (1) año contado a partir de la promulgación de la presente Ley.”

“ARTÍCULO 155. SOLICITUD DE REGISTRO DE LAS VÍCTIMAS. Las víctimas deberán presentar una declaración ante el Ministerio Público en un término de cuatro (4) años contados a partir de la promulgación de la presente ley para quienes hayan sido victimizadas con anterioridad a ese momento, y de dos (2) años contados a partir de la ocurrencia del hecho respecto de quienes lo sean con posterioridad a la vigencia de la ley, conforme a los requisitos que para tal efecto defina el Gobierno Nacional, y a través del instrumento que diseñe la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las víctimas, el cual será de uso obligatorio por las entidades que conforman el Ministerio Público.

En el evento de fuerza mayor que haya impedido a la víctima presentar la solicitud de registro en el término establecido en este artículo, se empezará a contar el mismo desde el momento en que cesen las circunstancias que motivaron tal impedimento, para lo cual deberá informar de ello al Ministerio Público quien remitirá tal información a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

La valoración que realice el funcionario encargado de realizar el proceso de valoración debe respetar los principios constitucionales de dignidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial.

PARÁGRAFO. Las personas que se encuentren actualmente registradas como víctimas, luego de un proceso de valoración, no tendrán que presentar una declaración adicional por los mismos hechos victimizantes. Para efectos de determinar si la persona ya se encuentra registrada, se tendrán en cuenta las bases de datos existentes al momento de la expedición de la presente Ley.

En los eventos en que la persona refiera hechos victimizantes adicionales a los contenidos en las bases de datos existentes, deberá presentar la declaración a la que se refiere el presente artículo.

ARTÍCULO 156. PROCEDIMIENTO DE REGISTRO. Una vez presentada la solicitud de registro ante el Ministerio Público, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas realizará la verificación de los hechos victimizantes contenidos en la misma, para lo cual consultará las bases de datos que conforman la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas.

Con fundamento en la información contenida en la solicitud de registro, así como la información recaudada en el proceso de verificación, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas adoptará una decisión en el sentido de otorgar o denegar el registro, en un término máximo de sesenta (60) días hábiles.

Una vez la víctima sea registrada, accederá a las medidas de asistencia y reparación previstas en la presente ley dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante, salvo las medidas de ayuda humanitaria y atención de emergencia en salud, a las cuales se podrá acceder desde el momento mismo de la victimización. El registro no confiere la calidad de víctima, y la inclusión de la persona en el Registro Único de Víctimas, bastará para que las entidades presten las medidas de asistencia, atención y reparación a las víctimas que correspondan según el caso.

Se concluye finalmente, que los criterios para determinar el ingreso al Registro Único de Víctimas, deben ser razonables, deben orientarse a la protección de los derechos fundamentales que se hallan en juicio, y debe presumirse la buena fe de los solicitantes. 

3.2. La reparación administrativa:

La reparación administrativa está consagrada en el Decreto 1290 de 22 de abril de 2008, como un programa de Reparación Individual por vía administrativa para las víctimas de Grupos Armados Organizados al margen de la Ley, que se asignó a la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL-ACCIÓN SOCIAL-, la cual fue transformada en el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL en virtud de lo establecido en el artículo 1º del Decreto 4155 de 3 de noviembre de 2011
, y a la que de manera posterior mediante el Decreto 4800 de 2011, fuera creada la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A VICTIMAS adscrita al Departamento Administrativo Para La Prosperidad Social, quien a partir del 01 de enero de 2012 asumió las funciones que conociera el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social relativas a las víctimas.

El artículo 2º del Decreto 1290 de 2008, la Reparación individual administrativa, como el conjunto de medidas de reparación que el Estado reconoce a las víctimas de violaciones de sus derechos fundamentales por hechos imputables a los grupos armados organizados al margen de la Ley; esto sin perjuicio de la responsabilidad de los victimarios y de la responsabilidad subsidiaria o residual del Estado. 

Ahora bien, con el fin de otorgar las medidas de reparación adoptadas en el programa, se creó el Comité de Reparaciones Administrativas, el cual se halla conformado por el Ministerio del Interior y de Justicia o su delegado, quien lo preside; por el Director de la entidad aquí demandada; por el Presidente de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación o su delegado; y, un miembro de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación en representación de las víctimas, elegido por este organismo, cuya representación será indelegable, tal y como se prevé en el artículo 15 del Decreto 1290 de 2008.

Son funciones del Comité de Reparación Administrativa, las consignadas en el artículo 17 del Decreto 1290 de 2008, así:

“FUNCIONES DEL COMITÉ DE REPARACIONES ADMINISTRATIVAS. El Comité de Reparaciones Administrativas tendrá las siguientes funciones indelegables:

a) Decidir, para los efectos del presente programa, sobre el reconocimiento de la calidad de víctimas y beneficiarios de los solicitantes y las medidas de reparación que se otorgarán en cada caso particular, con base en el estudio técnico y las recomendaciones elaboradas por la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCION SOCIAL Y LA COOPERACION INTERNACIONAL-Acción Social;

b) Promover acciones de dignificación y reconocimiento público de las víctimas;

c) Darse su propio reglamento.”

3.2.1.
Competencia para tramitar las solicitudes de reparación administrativa:

Con la expedición de la Ley 1448 de 2011, se dio una transformación institucional conforme a la misma, redefiniendo las competencias de las entidades encargadas de atender a la población víctima de la violencia. 

“ARTÍCULO 166. DE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN A LAS VÍCTIMAS.  Créase la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas como una Unidad Administrativa Especial con personería jurídica y autonomía administrativa y patrimonial, adscrita al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República.

La Unidad tendrá su sede en Bogotá D. C., y su patrimonio estará constituido por los aportes del Presupuesto General de la Nación, los activos que le transfiera la Nación y otras entidades públicas del orden nacional y los demás ingresos que a cualquier título reciba.”
El decreto 4802 de 2011, antes enunciado, estableció la estructura de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Victimas, determinando las funciones de la dirección general de la siguiente manera: 

“Artículo 7. Funciones de la Dirección General. Son funciones de la Dirección General, además de las establecidas en la ley, las siguientes:

(…)

12. Otorgar a las víctimas la indemnización por vía administrativa, de que trata el artículo 132 de la Ley 1448 de 2011, para lo cual deberá administrar los respectivos recursos.

(…)

14. Definir los lineamientos para la administración, operación y funcionamiento del Registro Único de Víctimas, y los criterios de valoración para decidir las solicitudes de inclusión. (…)”

Por lo que se puede observar, las funciones que eran propias de la Subdirección de Atención a Víctimas de la Violencia ahora fueron asignadas a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas. 

El Decreto 4800 del 20 de Diciembre de 2011, el cual reglamenta la Ley 1448 de 2011, en su artículo 155 estableció el régimen de transición para solicitudes de indemnización por vía administrativa del Decreto 1290 de 2008 de la siguiente manera:

“Artículo 155. Régimen de transición para solicitudes de indemnización por vía administrativa anteriores a la expedición del presente decreto. Las solicitudes de indemnización por vía administrativa formuladas en virtud del Decreto 1290 de 2008, que al momento de publicación del presente decreto no hayan sido resueltas por el Comité de Reparaciones Administrativas, se tendrán como solicitudes de inscripción en el Registro Único de Víctimas y deberá seguirse el procedimiento establecido en el presente decreto para la inclusión del o de los solicitantes en este Registro. Si el o los solicitantes ya se encontraren inscritos en el Registro Único de Población Desplazada, se seguirán los procedimientos establecidos en el presente decreto para la entrega de la indemnización administrativa.

Si de la descripción de los hechos realizada en las solicitudes se desprende que los hechos victimizantes ocurrieron antes de 1985, pero cumplen con los requisitos para acceder a la indemnización administrativa en virtud del Decreto 1290 de 2008, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas no incluirá al o a los solicitantes en el Registro Único de Víctimas pero otorgará la indemnización administrativa. De esta situación se le informará oportunamente al o a los solicitantes.
Parágrafo 1°. El o los solicitantes a los que se refiere el presente artículo tendrán derecho al pago de la indemnización administrativa de forma preferente y prioritaria, mediante la distribución y en los montos consignados en el Decreto 1290 de 2008, siempre que sean incluidos en el Registro Único de Víctimas, se encontraren inscritos en el Registro Único de Población Desplazada o se les reconociere la indemnización administrativa en los términos del inciso segundo.

Parágrafo 2°. Las solicitudes de indemnización por vía administrativa presentadas después de la promulgación de la Ley 1448 de 2011 en el marco de la Ley 418 de 1997, con sus respectivas prórrogas y modificaciones, se regirán por las reglas establecidas en el presente decreto.

Parágrafo 3°. Cuando sea necesario acopiar información o documentos adicionales para decidir sobre la solicitud de reparación por vía administrativa presentada en el marco del Decreto 1290 de 2008, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas deberá impulsar el trámite manteniendo el caso en estado de reserva técnica. Mientras una solicitud permanezca en estado de reserva técnica no se entenderá como decidida de manera definitiva.”
En el artículo 156 de la Ley 1448 de 2011, estableció:
“ARTÍCULO 156. PROCEDIMIENTO DE REGISTRO. Una vez presentada la solicitud de registro ante el Ministerio Público, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas realizará la verificación de los hechos victimizantes contenidos en la misma, para lo cual consultará las bases de datos que conforman la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas. 

Con fundamento en la información contenida en la solicitud de registro, así como la información recaudada en el proceso de verificación, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas adoptará una decisión en el sentido de otorgar o denegar el registro, en un término máximo de sesenta (60) días hábiles. 

Una vez la víctima sea registrada, accederá a las medidas de asistencia y reparación previstas en la presente ley dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante, salvo las medidas de ayuda humanitaria y atención de emergencia en salud, a las cuales se podrá acceder desde el momento mismo de la victimización. El registro no confiere la calidad de víctima, y la inclusión de la persona en el Registro Único de Víctimas, bastará para que las entidades presten las medidas de asistencia, atención y reparación a las víctimas que correspondan según el caso.      Negrilla por el Despacho.

4. De los derechos invocados:

4.1. 
El derecho a la Información:

La Constitución de 1991, en el artículo 20 consagra el derecho a fundamental a la información así: se garantiza a todas las personas la posibilidad de informar y de recibir información veraz e imparcial. De ahí que se pueda decir que el derecho fundamental a la información, es aquel que tiene toda persona a ser informada y a informarse de la verdad, para juzgar por sí misma sobre la realidad con conocimiento suficiente.

La Corte Constitucional, en relación con el tema en sentencia del 8 de noviembre de 2001
 sostuvo: 

“El derecho a la información 
 

3.1.  El artículo 20 de la Constitución Política garantiza a todas las personas la libertad de pensamiento, opinión y expresión; así como la de informar y recibir información veraz e imparcial, estableciendo claro está, una responsabilidad social de los medios de comunicación y el derecho de rectificación en condiciones de equidad. Se observa entonces que el derecho a la información tiene una doble connotación; por una parte, se encuentra el derecho a comunicar información (información activa); y, por otra, el derecho a recibirla (información pasiva).

 

Esta Corporación en múltiples pronunciamientos ha destacado el hecho de que la Constitución de 1991 amplió en forma considerable la concepción jurídica de las garantías a la libertad de expresión y el derecho a la información. Así las cosas, ha establecido en relación con el derecho a la información, que se trata de un verdadero derecho fundamental que no puede ser negado, desconocido, obstruido en su ejercicio o, disminuido por el Estado, que por el contrario, tiene la obligación de hacer que sea efectivo[1]. Y, además, como todo derecho fundamental, es universal, inalienable, irrenunciable, imprescriptible, inviolable y reconocido por la legislación positiva[2]. Es, en palabras de esta Corte, “un derecho que expresa la tendencia natural del hombre hacia el conocimiento. El ser humano está abierto a la aprehensión conceptual del entorno para reflexionar y hacer juicios y raciocinios sobre la realidad. Es en virtud de esta tendencia que ha toda persona se le debe la información de la verdad, como exigencia de su ser personal. Negrilla fuera de texto.
 
El sujeto de este derecho es universal: toda persona –sin ninguna distinción- y el objeto de tal derecho es la información veraz e imparcial, como lo consagra el artículo 20 de la Carta Política. De ahí que el derecho a la información puede entenderse como aquel derecho fundamental que tiene toda persona a ser informada y a informarse de la verdad, para juzgar por sí misma sobre la realidad con conocimiento suficiente”[3]. Negrilla fuera de texto.
Así mismo en Sentencia T-160 del 2005, con M.P Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA, en uno de sus apartes reitero que la información inadecuada, incompleta o confusa par parte de las autoridades o entidades competentes, vulnera el derecho la información de las personas toda vez que los imposibilita para hacer vales sus derechos y reclamarlos.

4.2. Del derecho de petición.

El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, no radica simplemente en que se tramiten las solicitudes respetuosas presentadas por las personas ante las autoridades en interés particular o colectivo sino que, por expresa exigencia de la norma superior, implica que el solicitante obtenga "pronta resolución".

Considera la Corte que el derecho de petición no tendría sentido si se entendiera que la autoridad ante quien se presenta una solicitud respetuosa cumple su obligación notificando o comunicando una respuesta apenas formal en la que no se resuelva sobre el asunto planteado. El derecho de petición lleva implícito un concepto de decisión material, real y verdadera, no apenas aparente. Por tanto, se viola cuando, a pesar de la oportunidad de la respuesta, en ésta se alude a temas diferentes de los planteados o se evade la determinación que el funcionario deba adoptar.

“El derecho de petición, debe entenderlo el juez de instancia, no se satisface con la respuesta del trámite interno que la accionada está obligada a seguir. Casi que es un dato irrelevante para el interesado, máxime si se constituye en una negativa a su petición. La garantía de la que estamos hablando se satisface sólo con respuestas. Las evasivas, las dilaciones, las confusiones, escapan al contenido del artículo 23 de la Constitución. Es que en el marco del derecho de petición, sólo tiene la categoría de respuesta, aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado.

 

“Si ello es así, mucho más lesivo resulta para un particular padecer la demora en la respuesta, recibirla en algún momento tardío, pero en tonos vagos e imprecisos y además de todo, verse obligado a presentar una tutela para así provocar una “contestación”, que no respuesta, del demandado, al juez de tutela en explicación de su negligencia. Se reduce el derecho de petición a tan vago propósito?”(Cfr. T- 439 de 1998. M. P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa).

En los artículos 13 a 33 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), se regula el ejercicio del derecho de petición, y se señalan los requisitos mínimos que debe contener la solicitud, el término para resolverse por la entidad respectiva, entre otros aspectos.

El artículo 14 ibídem, aplicable al derecho de petición en interés particular, señala el término para resolver las peticiones que se formulen, así:

	“Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.

	Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

	1. Las peticiones de documentos deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá, negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

	2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.

	Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad deberá informar de inmediato, y en todo, caso antes del vencimiento del término señalado en la ley, esta circunstancia al interesado expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, el cual no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”


Pues si bien, el citado artículo fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-818-11 según Comunicado de Prensa de la Sala Plena de 1o. de noviembre de 2011, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, el aparte tercero de la decisión expresa: “Conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, los efectos de la anterior declaración de INEXEQUIBILIDAD quedan diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, a fin de que el Congreso expida la Ley Estatutaria correspondiente”, situación bajo la cual  queda vigente la referida norma.”

Por lo anterior, el derecho de petición no impone a las autoridades la obligación de resolver en un determinado sentido las inquietudes de la solicitante, ya que el contenido del pronunciamiento de la administración se sujetará a cada caso en particular. Sin embargo, lo que si determina la eficacia de este derecho y le da su razón de ser, es la posibilidad que tiene cualquier persona de obtener una respuesta real y concreta a lo solicitado. Por consiguiente, la respuesta que la Administración otorgue deberá ser de fondo, clara, precisa y oportuna. Ni el silencio administrativo ni una respuesta vaga e imprecisa, pueden satisfacer el derecho de petición, ya que no define ni material ni sustancialmente la solicitud del ciudadano. 
DEL CASO EN CONCRETO

Problema jurídico. 

Corresponde en esta ocasión, determinar si la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS adscrita al Departamento Administrativo Para La Prosperidad Social, ha vulnerado a la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON, los derechos fundamentales que aduce le han sido conculcados, al no dar respuesta de fondo a su solicitud.
Para resolver el anterior cuestionamiento, se deberá emprender el análisis de las probanzas en la presente acción constitucional y las manifestaciones efectuadas por la accionante, ya que la entidad accionada no dio respuesta a la solicitud incoada en su contra, para luego concluir si a la actora, se le ha vulnerado el derecho fundamental y la forma en que debe ser protegido por la Juez Constitucional.

A continuación se relacionan las pruebas allegadas al proceso:
· Copia de derecho de petición con fecha de elaboración 4 de agosto de 2014        (folio 4 a 5)
· Copia de colilla de envío por correo certificado con fecha de entrega 8 de agosto de 2014                                                                                                    (folio 6)

· Copia de cédula de ciudadanía de la accionante                                          (folio 5)

Análisis del caso. 

Según los hechos narrados y de las pruebas aportadas, se observa que la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON, el 8 de agosto de 2014, presentó derecho de petición solicitando ante la accionada, información del estado de su reparación administrativa ya que fue reconocida su calidad de victima; sin embargo, a la fecha no ha obtenido respuesta de fondo a la solicitud. Afirmación que se encuentra amparada bajo la presunción de veracidad ya que la entidad accionada no contestó la acción de tutela, de acuerdo con el Decreto 2591 de 1991 articulo 20.
Sobre la presunción de veracidad en el trámite de la acción de tutela, la Corte Constitucional en Sentencia del 5 de junio de 2003, explicó que “…debe darse aplicación, primero, al principio constitucional de buena fe que se presume en todas las actuaciones que adelantan los particulares ante las autoridades y que en el caso, cobija la actuación judicial de la actora; y segundo, que dispone que si la entidad demandada no presenta informe sobre los hechos que motivan la acción de tutela estos deberán tenerse como ciertos. (…)”.

De acuerdo con el acervo probatorio en el presente proceso, la entidad accionada no ha dado una respuesta de fondo, a lo solicitado el 8 de agosto de 2014, por la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON; además, se observa que a la fecha el término se encuentra precluido.

Por lo tanto, mientras no se produzca un pronunciamiento expreso y de fondo frente a una solicitud, no se satisface el derecho de petición; la persona que activa el mecanismo del derecho de petición pretende que la administración le comunique una decisión que proporcione certeza sobre el mismo, y principalmente una respuesta de fondo acerca de lo pedido. 
Esta respuesta no tiene que ser “satisfactoria” a las pretensiones de la demandante; ya que la responsabilidad no es acceder a ella, sino resolverla oportunamente. En estos casos, la competencia de la juez de tutela, se limita a la verificación de los términos establecidos legalmente para dar respuesta a la solicitud, en aras de garantizar una respuesta que resuelva lo pedido.

Así las cosas, por cuanto a la fecha aún no se le ha brindado una respuesta clara de fondo y precisa a la solicitud de reconocimiento de la calidad de víctima con su respectiva reparación, presentada el 8 de agosto de 2014, por la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON, se hace imperativo amparar el derecho fundamental de petición, habida consideración del quebrantamiento señalado. 

En consecuencia, se ordenará a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS para que en un término de quince (15) días hábiles contados a partir de la notificación de ésta providencia, de la respuesta que amerita la petición con fecha de elaboración del 8 de agosto de 2014, por la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON, referente a información del estado se su reclamación de reparación administrativa al ser reconocida su calidad de victima; respuesta que será debidamente notificada a  la accionante.
DECISIÓN

En mérito de lo anteriormente expuesto, EL JUZGADO DOCE ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre del pueblo y por autoridad de la Constitución,

FALLA

PRIMERO: TUTELAR en favor de la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON, identificada con cédula de ciudadanía 39.356.354, el derecho fundamental de petición, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
SEGUNDO: ORDENAR a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS adscrita al Departamento Administrativo Para La Prosperidad Social, para que en un término de quince (15) días hábiles contados a partir de la notificación de esta providencia, dé la respuesta que amerita la petición con fecha de elaboración del 8 de agosto de 2014, por la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON, referente a información del estado se su reclamación de reparación administrativa al ser reconocida su calidad de victima; respuesta que será debidamente notificada a  la accionante. De conformidad con la parte motiva.

TERCERO: El incumplimiento de las órdenes establecidas en la presente providencia acarrea las sanciones consagradas en el artículo 52 del decreto 2591 de 1991, por lo cual deberá informarse a este Despacho el cumplimiento de lo ordenado. (Artículo 27, Decreto 2591 de 1991).

CUARTO: Notificar a las partes personalmente o por cualquier medio expedito.

QUINTO: ADVERTIR a las partes que la presente sentencia podrá ser impugnada dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, sin perjuicio de su cumplimiento.
SEXTO: ENVIAR esta acción a la Corte Constitucional para su eventual REVISIÓN, en el evento de que no fuere impugnada (Artículo 31 del Decreto 2591 de 1991).

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LEIDY JOHANA ARANGO BOLIVAR
JUEZ 
Chaky

JUZGADO  DOCE ADMINISTRATIVO  ORAL DE MEDELLÍN
Calle 42 nro. 48-55 de Medellín 

Teléfono. 261-66-73

Medellín, cuatro (4) de diciembre de dos mil catorce (2014)

Oficio


5879
Referencia

Acción de tutela 
Asunto


Notificación Fallo 

Radicado

2014-01739
Tutelante 
ALBA LUCIA MONSALVE TOBON 
Accionada 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCION Y REPARACION 



INTEGRAL A VICTIMAS 

Señores

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A VICTIMAS 

Medellín 

Me permito notificarle el fallo de tutela en primera instancia proferido por esta dependencia judicial, el día 3 de diciembre hogaño, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON, contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A VICTIMAS.
A continuación se transcribe la parte resolutiva del fallo. 

“PRIMERO: TUTELAR en favor de la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON, identificada con cédula de ciudadanía 39.356.354, el derecho fundamental de petición, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: ORDENAR a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS adscrita al Departamento Administrativo Para La Prosperidad Social, para que en un término de quince (15) días hábiles contados a partir de la notificación de esta providencia, dé la respuesta que amerita la petición con fecha de elaboración del 8 de agosto de 2014, por la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON, referente a información del estado se su reclamación de reparación administrativa al ser reconocida su calidad de victima; respuesta que será debidamente notificada a  la accionante. De conformidad con la parte motiva.

TERCERO: El incumplimiento de las órdenes establecidas en la presente providencia acarrea las sanciones consagradas en el artículo 52 del decreto 2591 de 1991, por lo cual deberá informarse a este Despacho el cumplimiento de lo ordenado. (Artículo 27, Decreto 2591 de 1991).

CUARTO: Notificar a las partes personalmente o por cualquier medio expedito.
QUINTO: ADVERTIR a las partes que la presente sentencia podrá ser impugnada dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, sin perjuicio de su cumplimiento.
SEXTO: ENVIAR esta acción a la Corte Constitucional para su eventual REVISIÓN, en el evento de que no fuere impugnada (Artículo 31 del Decreto 2591 de 1991).”
Atentamente, 

KAREN CHAVERRA ABADÍA
Oficial Mayor
Chaky 

JUZGADO  DOCE ADMINISTRATIVO  ORAL DE MEDELLÍN
Calle 42 nro. 48-55 de Medellín 

Teléfono. 261-66-73

Señora
ALBA LUCIA MONSALVE TOBON 

Calle 77 No. 50 B-
Medellín–Antioquia   






Radicado:   2014-01739
Tel:
Telegrama    Nro.  772
Me permito notificarle el fallo en primera instancia proferido por esta dependencia judicial, el día 3 de diciembre de 2014, dentro de la acción de tutela interpuesta por usted contra UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A VICTIMAS adscrita al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, mediante el cual se le concede el amparo constitucional solicitado. A continuación se le trascribe la parte “PRIMERO: TUTELAR en favor de la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON, identificada con cédula de ciudadanía 39.356.354, el derecho fundamental de petición, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.    SEGUNDO: ORDENAR a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS adscrita al Departamento Administrativo Para La Prosperidad Social, para que en un término de quince (15) días hábiles contados a partir de la notificación de esta providencia, dé la respuesta que amerita la petición con fecha de elaboración del 8 de agosto de 2014, por la señora ALBA LUCIA MONSALVE TOBON, referente a información del estado se su reclamación de reparación administrativa al ser reconocida su calidad de victima; respuesta que será debidamente notificada a  la accionante. De conformidad con la parte motiva.    TERCERO: El incumplimiento de las órdenes establecidas en la presente providencia acarrea las sanciones consagradas en el artículo 52 del decreto 2591 de 1991, por lo cual deberá informarse a este Despacho el cumplimiento de lo ordenado. (Artículo 27, Decreto 2591 de 1991).    CUARTO: Notificar a las partes personalmente o por cualquier medio expedito.        QUINTO: ADVERTIR a las partes que la presente sentencia podrá ser impugnada dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, sin perjuicio de su cumplimiento.        SEXTO: ENVIAR esta acción a la Corte Constitucional para su eventual REVISIÓN, en el evento de que no fuere impugnada (Artículo 31 del Decreto 2591 de 1991).”

Atentamente, 

KAREN CHAVERRA ABADÍA
Oficial Mayor
Chaky 
� Decreto 4155 de 2011 (se crea el Departamento Administrativo para Prosperidad Social que cambio la naturaleza de Acción Social), en concordancia con el Decreto 4802 de 2011 que en su artículo primero señala: “La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, es una Unidad Administrativa Especial con personería jurídica y autonomía administrativa y patrimonial, la cual se podrá denominar Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, adscrita al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, perteneciente al Sector Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación….” 


� Magistrado Ponente, Mauricio González Cuervo.  


� Artículo 1. Transformación. De conformidad con lo establecido en el inciso 2° del artículo 170 de la Ley 1448 de 2011, transfórmese el establecimiento público Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, en Departamento Administrativo, el cual se denominará Departamento Administrativo para la Prosperidad Social. como organismo principal de la administración pública del Sector Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación.





� Sentencia C- 1172 de 2001 MP. Dr. ALFREDO BELTRÁN SIERRA.
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